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ARROYO GARCÍA (Juan), CHOROT NOGA-

LES (Francisco), LLISET BORRELL

(Francisco) y LÓPEZ PELLICER (Jo-

sé A.): Comentarios a la Ley del
Suelo y sus Reglamentos. Madrid,
El Consultor de los Ayuntamientos
y Juzgados, 1987, 2 vols.

Con esta obra se continúa la tra-
yectoria de la Editorial Abella en ma-
teria urbanística, singularmente en
cuanto a la Ley del Suelo se refiere,
que se tradujo en otras dos ediciones
anteriores, de los años 1975 y 1976,
si bien se trata de una obra comple-
tamente distinta, con un nuevo enfo-
que, una mayor profundidad en el tra-
tamiento doctrinal y un abundante
aporte legislativo y jurisprudencial.

Junto a la Ley del Suelo recoge los
Reglamentos de Planeamiento urba-
nístico, Gestión urbanística y Disci-
plina urbanística, las disposiciones
estatales que afectan a esta legisla-
ción sectorial, así como la repercusión
de importantes leyes post-constitucio-
nales, como la Ley Reguladora de las
Bases del Régimen Local y la nueva
legislación autonómica sobre la or-
denación del territorio y urbanismo
que paulatinamente van siendo pro-
mulgadas, especialmente en las Co-
munidades Autónomas de Cataluña,
Madrid, Canarias, Murcia y Navarra.

El urbanismo desborda el básico y
estrecho marco municipal y contem-
pla la ordenación del territorio con
un criterio de totalidad y tiene como
objetivo principal la planificación an-

ticipada de las estructuras demográ-
ficas, sociales y económicas de una
unidad territorial, al mismo tiempo
que pretende la defensa y conserva-
ción del medio ambiente natural y del
patrimonio histórico-artístico.

Este fenómeno obliga a los poderes
públicos a asumir, con mayor o me-
nor intensidad, la gestión del urba-
nismo, no limitándose a ejercer una
simple función normativa sino reali-
zando una verdadera acción adminis-
trativa.

En nuestro país, la principal dis-
posición reguladora de la actividad
urbanística es la Ley del Suelo, si
bien se amplía el campo legislativo
al atribuir la Constitución a las Co-
munidades Autónomas competencia
en materia de urbanismo, competen-
cia que recogen con carácter de ex-
clusiva la mayoría de los Estatutos
de Autonomía, por lo que se regirán
en las respectivas Comunidades Au-
tónomas por su propia normativa.

A las competencias del Estado y
de las Comunidades Autónomas en
materias de urbanismo y medio am-
biente, han de unirse las que corres-
r%r\ TI/I or» o 1r\c> \fiiiY\ir+iY\ír\c m í o ort +r\Ar\

caso, han de ejercerse de conformi-
dad con la legislación sectorial es-
tatal y la legislación autonómica y
que, en virtud de la garantía consti-
tucional de la autonomía local, han
de asegurar la intervención de los
Municipios en esta materia, ya que
afecta directamente al círculo de sus
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intereses, especialmente al ámbito de
la convivencia urbana.

El esquema de la obra responde
al tradicional método seguido por la
Editorial en obras similares y, con-
secuente con la propia denominación
de la obra, tras el texto de cada uno
de los artículos de la Ley del Suelo
se citan las concordancias con otras
disposiciones legales y se incluyen
amplios comentarios sobre su conte-
nido, con estudios doctrinales, supues-
tos prácticos y reseñas jurispruden-
ciales, que hace sumamente útil la
consulta de cada uno de los temas
concretos de materia urbanística.

Especial interés tienen los comenta-
rios al régimen urbanístico y al con-
tenido de la propiedad inmueble en
cuanto se concibe a la propiedad ur-
banística no sólo por unas facultades
de disponer y edificar sino que está
también sometida a unos deberes,
cargos y limitaciones que la Ley es-
tablece a efectos urbanísticos y que
constituyen una auténtica vinculación
para que dicha propiedad cumpla con
el fin social a que ha de destinarse y
que configuran el contenido normal
de la propiedad en su sentido actual.

En cuanto a los sujetos de la acti-
vidad urbanística que enumera la Ley
del Suelo —Administración del Es-
tado, Entidades locales, Entidades ur-
banísticas especiales y particulares—
se afirma que la titularidad de la
actuación urbanística corresponde
siempre a los tres primeros, incluso
en el supuesto de que la gestión
corresponda a los particulares, los
que tan sólo intervienen en la eje-
cución de los planes, pero el control
permanece en manos públicas.

A continuación del estudio del ar-
ticulado de la Ley del Suelo, se in-
cluye un apéndice legislativo dividido
en dos apartados, uno para los Re-
glamentos de la propia Ley del Suelo

y la legislación estatal que le afecta,
y otro con la legislación que vienen
dictando las Comunidades Autóno-
mas.

Se completa la obra con varios ín-
dices muy completos, un índice ana-
lítico de la Ley del Suelo, otro índice
analítico de los comentarios, un índice
de autores y un índice sistemático.

En suma, una obra de gran utili-
dad, de consulta e instrumento de
trabajo para cuantos funcionarios y
demás profesionales del urbanismo
tengan necesidad de estudiar y resol-
ver los complejos problemas que se
presentan a diario en el sugestivo
campo del Derecho urbanístico.

Finalmente, un emocionado recuer-
do a dos de los coautores de esta
obra, Francisco Chorot Nogales y Juan
Arroyo García, prestigiosos tratadistas
de la especialidad, fallecidos en los
inicios de la publicación del libro.

Manuel LAGO SANTISTEBAN

BAÑO LEÓN (José María): Las Comu-
nidades Autónomas en la Comuni-
dad Europea. Valencia, Institut
Valencia D'Administració Pública,
Generalitat Valenciana, 1987.

El Instituto Valenciano de Adminis-
tración Pública de la Generalidad
Valenciana inicia una colección de
estudios cuyo primer número corres-
ponde al libro del profesor José Ma-
ría Baño León: Las Comunidades Au-
tónomas en la Comunidad Europea.

La elección del tema por parte del
Instituto para comenzar esta serie de
estudios de magnífica presentación y
cuidada edición, que esperamos tenga
pronta continuación, es especialmente
acertada por su carácter de ámbito
autonómico y por su incidencia en
el conjunto de las relaciones de los
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Poderes públicos en el seno del Es-
tado español y en el conjunto de la
Europa Comunitaria.

Baño León, en la mencionada obra,
expone el grado de participación de
las Administraciones Autonómicas en
el proceso de afianzamiento y desa-
rrollo de nuestro país como miembro
de la Comunidad Europea.

Destaca la irrelevancia de la estruc-
tura autonómica del Estado español
para la validez y eficacia del Derecho
Comunitario y los límites que, sin
embargo, ello representa en la cesión
de competencias autonómicas a la
Comunidad Europea y en la partici-
pación que en ésta tienen las Comu-
nidades Autónomas.

Siendo un hecho constatable a ni-
vel legislativo la imposibilidad de las
Comunidades Autónomas de partici-
par directamente en la toma de de-
cisiones de la Comunidad Europea,
el autor se muestra partidario de
acudir a fórmulas indirectas de par-
ticipación, por medio de las cuales
las Administraciones Autonómicas ha-
gan oír su voz.

El respeto a la posición del Estado
como único representante de los in-
tereses nacionales ante la Comunidad
Europea y su papel de coordinador
no debe impedir que las Comunidades
Autónomas mantengan contactos con
los órganos comunitarios en la me-
dida en que las competencias de és-
tas se vean afectadas por las deci-
siones de la Comunidad, dejando
siempre a salvo la responsabilidad
exclusiva deí Estado como único re-
presentante del país-miembro ante la
Comunidad Europea.

Aunque la Constitución Española y
los Estatutos de Autonomía silencian
su posición en esta cuestión, es po-
sible deducir del principio de unidad
constitucional una mutación del de-
recho a la autonomía de las Comu-

nidades Autónomas sobre las compe-
tencias traspasadas a la Comunidad
en un derecho a la colaboración en
las decisiones estatales ante la Co-
munidad.

El profesor Baño León expone los
medios a través de los cuales se ins-
trumenta en el Derecho alemán la
participación de los L'dnder en las
decisiones que el Bünd adopta ante
la Comunidad Europea y señala cuál
es la eficacia operativa de cada uno
de ellos.

Si la heterogeneidad competencial
de nuestro sistema y la configuración
constitucional del Senado son serios
obstáculos para alcanzar una eficaz
participación de las Comunidades
Autónomas en la formación de la
voluntad española, expresada por el
Estado ante la Comunidad Europea,
el autor afirma que las Comunidades
Autónomas pueden y deben interve-
nir en la formación de dicha voluntad
en razón de una «competencia implí-
cita» derivada de sus competencias
materiales.

El autor se manifiesta partidario
de acudir a fórmulas convencionales
entre el Estado y las Comunidades
Autónomas para potenciar la colabo-
ración de estas últimas en la de aque-
llas decisiones en relación con la Co-
munidad Europea que les afecten y
expone los términos en los que debe
producirse este acuerdo.

Para el autor, las Comunidades
Autónomas están llamadas además a
colaborar en la ejecución del Derecho
Comunitario. La estructura territorial
del Estado no es un obstáculo para
esto, por ello las Comunidades Autó-
nomas son competentes para ejecutar
el Derecho Comunitario cuando la
decisión de la Comunidad incida en
materias en las que éstas tengan atri-
buida la competencia en el orden in-
terno. Al Estado le corresponderá so-
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lamente la «garantía» de ese cumpli-
miento. Esta competencia estatal de
garantía no debe servir de subterfu-
gio para alterar la distribución de
competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas que viene
garantizado constitucionalmente.

En relación con el deber del Estado
de garantizar el cumplimiento del
Derecho Comunitario por las Comu-
nidades Autónomas y, una vez ex-
puestas las posibles medidas coacti-
vas y preventivas, así como sus ven-
tajas e inconvenientes, Baño León
acaba por proponer nuevamente, y,
ahora, para hacer efectiva la ejecu-
ción del Derecho Comunitario un sis-
tema de cooperación entre el Estado
y las Comunidades Autónomas a tra-
vés de la concertación.

La obra de Baño León es, pues, un
estudio oportuno y riguroso. Oportu-
no, por la actualidad del tema y por
la conveniencia que para la ciencia
jurídica representa una investigación
desarrollada con nitidez, nota ésta
únicamente predicable de quienes po-
seen un profundo conocimiento del
tema analizado. Los problemas jurí-
dicos están planteados con rigor. El
citado autor no se conforma, pues,
con indicarlos y analizarlos, sino que
propone, además, aquellas soluciones
que considera más acertadas.

Mercedes LAFUENTE BENACHES

CALERO AMOR (Antonio M.e): La divi-
sión provincial de 1833. Bases y
antecedentes. Madrid, Instituto de
Estudios de Administración Local,
1987, 190 págs.

La conversión de nuestro país en
un Estado de Autonomías, por impe-
rativos constitucionales, ha renovado

de alguna forma la atención de los
estudiosos hacia la división territo-
rial que, en 1933, llevó a cabo Javier
de Burgos. Buena prueba de ello es,
entre otras, la publicación que ahora
comentamos y en la que el autor lleva
a cabo una investigación interesante,
desde el doble punto de vista histó-
rico y administrativo, de la citada
división provincial.

Como señala Calero Amor en la
Introducción, «éste no es un trabajo
teórico que pretenda polemizar ni rei-
vindicar el valor y el sentido de la
Provincia», sino más bien «un trabajo
histórico que se propone explicar
simplemente cómo y por qué se lle-
gó a hacer la división provincial de
1833». Apoyándose en la historia, se
trata de determinar, en última instan-
cia, la «razón provincial», como la de-
nomina el autor, que subyace en todo
el proceso histórico que investiga y
que desemboca en el conocido Real
Decreto de 30 de noviembre de 1833.
«Razón provincial» que no es unila-
teral, sino que, por el contrario, tiene
sus vertientes política, administrati-
va, geográfica y también histórica,
«no siempre compatibles, a veces cla-
ramente contradictorias» entre sí.

En el Capítulo I se hace una des-
cripción del proceso seguido hasta
llegar al año 1833. Una idea es sub-
rayada especialmente por el autor y
es la de que «la división provincial
de 1833 no fue una creación ex novo:
fue una reforma en profundidad de
la existente a fines del Antiguo Ré-
gimen»; como también se destaca la
importancia del artículo 11 de la
Constitución de Cádiz, según el cual
«se hará una división más conve-
niente del territorio español, luego
que las circunstancias políticas de la
Nación lo permitan».

A partir de estas consideraciones
previas, se entra en el estudio muy
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detallado de la evolución arrancando
de la división provincial del Antiguo
Régimen que, en lo básico, es la re-
cogida en 1775 por orden de Flori-
dablanca. Hitos notables son también
la división de Felipe Bouzá, en 1813,
«a quien corresponde en su mayor
parte la paternidad intelectual de la
actual división de Provincias»; el
proyecto del citado Bouzá y de La-
rramendi de 1821 que incluía no sólo
una división política, sino también
eclesiástica, judicial, económica y ani-
litar y que, en realidad, era un in-
forme de la Comisión del Gobierno
realizado por éste ante el encargo
hecho por las Cortes; el proyecto de
la Comisión de las Cortes, también
de 1821, en que quedó convertido el
informe acabado de citar una vez
dictaminado por la Cámara legisla-
tiva; el Decreto de las Cortes de
27 de enero de 1822, conteniendo una
división provisional del territorio na-
cional; y, por último, el Real Decreto
de 30 de noviembre ele 1833 que es-
tableció la actual división provincial,
salvo en el caso de las Canarias que
en 1927 se convirtieron en dos Provin-
cias.

En cada una de estas fases o eta-
pas, Calero Amor expone las caracte-
rísticas de cada una de ellas, tratando
de resaltar los aspectos más novedo-
sos, señalando las variaciones o mo-
dificaciones que introducen y po-
niendo especial énfasis en lo referente
a la configuración provincial propia-
mente dicha. Y, con referencia más
amplia a la aportación de Javier de
Burgos el autor afirma que «todos los
datos hacen suponer que Javier de
Burgos partió, sobre todo, de la di-
visión de 1822 e introdujo en ella
algunas modificaciones, teniendo en
cuenta su particular ideología y asi-
mismo las exposiciones y reclamacio-
nes que sin duda debieron hacer las

Diputaciones y Ayuntamientos intere-
sados»; que «respetó la tradición his-
tórica más que las tres anteriores»;
y que el cambio más sobresaliente
«fue, sin duda, la disminución del
número total de Provincias, que de
52 pasaron a 49 y que dio lugar a los
correspondientes reajustes territoria-
les», en los que predominó lo histó-
rico sobre otras motivaciones más
racionalizadoras o artificiales.

El Capítulo II trata de «los obje-
tivos político-administrativos» de la
división territorial, ya que «toda la
documentación relativa a la división
de Provincias muestra que ésta tenía
un sentido claramente instrumental:
era condición previa para la implan-
tación de un nuevo sistema político-
administrativo». Se trataba, en efecto,
de que la ordenación territorial de
España contribuyera a facilitar la im-
plantación de las nuevas instituciones
y sirviera para que éstas desempe-
ñaran más adecuadamente sus fun-
ciones y prestaran eficazmente sus
servicios. Y, en cuanto a la tarea
de Javier de Burgos, presenta «un
sentido fundamental por no decir
exclusivamente administrativo», co-
mo se demuestra no sólo leyendo el
Real Decreto de 30 de noviembre,
sino otros dos, uno de 23 de octubre
y otro también de 30 de noviembre,
mediante los cuales, respectivamente,
se procedió a la creación de la figura
de los Subdelegados de Fomento a
razón de uno por Provincia y se les
fijaron sus competencias y atribu-
ciones.

El autor, al hilo de los aconteci-
mientos de nuestro país en el primer
tercio del pasado siglo, viendo cómo
una división territorial sirve a polí-
ticas de signo contrario y a Gobiernos
ideológicamente enfrentados, se pre-
gunta por las causas de este fenó-
meno: en concreto, con referencia a
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la consolidación de dicha división,
señala que «sirvió a dos proyectos
de organización política muy distin-
tos», como son, de un lado, el fun-
damentado en el espíritu liberal de
la Constitución gaditana, y, de otro,
el que asumió el reformista Cea Ber-
múdez en el marco de la Monarquía
absoluta. «Cómo es posible que una
división provincial prácticamente idén-
tica sirviera a objetivos políticos tan
distintos es un problema a la vez
político, administrativo y de historia
del Estado que no procede analizar
aquí», concluye el autor, que añade
que este tipo de hechos «suministran
material abundante y significativo pa-
ra una reflexión teórica sobre la re-
lación entre administración y política
y sobre la naturaleza institucional del
Estado moderno».

Dentro del Capítulo III se desarro-
llan, con cierto detalle, los princi-
pales criterios adoptados para «la
formación de Provincias», y que, co-
mo puntualiza Calero Amor, «se en-
cuentran clara y sistemáticamente ex-
plicados en los informes de las
diferentes comisiones y en los debates
de las Cortes». A estos efectos, se
parte de criterios generales y más
amplios para, luego, descender a otros
más pormenorizados y específicos; y,
en general, donde hay conflicto, «lo
abstracto cede ante Jo concreto, lo
general ante lo particular, lo racio-
nal ante lo histórico y todos —la tri-
ple serie de opuestos— a las nece-
sidades político-administrativas ».

Como criterio general, sobre el que
se cimenta la división territorial, está
el de «nivelar las diferentes Provin-
cias para que la acción del Gobierno
pueda ser uniforme, expedita y fácil
en todas ellas», lo que es irrealizable
mientras «subsista la monstruosa des-
proporción actual». Dicha nivelación
debe efectuarse a través de dos cri-

terios, como son el de la población
y el de la extensión, que, a su vez,
deben ser corregidos por el de la
topografía. A ellos deben añadirse el
de la tradición histórica y el de la
capitalidad. Utilizados todos estos
criterios, que se relacionan y condi-
cionan entre sí, conducen a «la divi-
sión propuesta, que responde no a
una igualdad ideal, sino a lo que en-
tendían como una igualdad real».

El cuarto y último Capítulo, el IV,
se titula «provincialismo y división
territorial», en el que se aborda el
vidrioso tema del «provincialismo»
que, de alguna forma, puede «consi-
derarse como una -manifestación pri-
mera y un tanto embrionaria del con-
flicto posterior entre las Regiones y
Nacionalidades históricas y el centra-
lismo practicado por los sucesivos
regímenes políticos». Prescindiendo
ahora de divagaciones acerca del con-
cepto de provincialismo, tal como era
entendido en el siglo xix, lo que in-
teresa destacar es que, más allá de
las perplejidades propias de la época,
se buscó primero una cierta unifor-
midad territorial; y, segundo, se pre-
tendió de alguna forma respetar las
entidades terirtoriales que ya exis-
tían, precisamente para satisfacer las
demandas del «provincialismo» de
entonces. Dentro de este panorama,
«como los únicos que plantearon pro-
blemas respecto de la división», el
autor apunta los casos de Cataluña
y el País Vasco, que estudia con más
amplitud.

La exposición que hemos hecho del
libro de Calero Amor se completa con
una enumeración de Jas fuentes uti-
lizadas y de la bibliografía empleada,
a las que sigue un novedoso e intere-
sante apéndice documental en el que
se incluyen un total de seis textos
que, en general, se corresponden con
cada una de las fases o etapas apun-
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tadas en la evolución histórica que
va desde 1813 hasta 1833.

El libro, concebido desde un enfo-
que primordialmente histórico y a
base de una buena documentación,
aspira a explicar lo que denomina
«razón provincial» al tiempo que trata
de valorar con objetividad la aporta-
ción de Javier de Burgos situándola
dentro de un marco global en la que
no pueden ignorarse otras aportacio-
nes anteriores. En este sentido, «la
paternidad intelectual de la obra debe
ser compartida por Javier de Burgos
con muchos autores», algunos de los
cuales, como Felipe Bouzá, es poco
conocido en opinión del autor.

El predominio de lo histórico sobre
lo administrativo y lo jurídico deli-
mita, en nuestro criterio, el alcance
y contenido de la publicación. El
propio Calero Amor lo sentencia con
estas palabras que sirven para cerrar
nuestro comentario: «Aquí no se pre-
tende explicar cómo debieron ser las
cosas, sino por qué fueron como fue-
ron.»

Vicente M.' GONZÁLEZ-HABA GUISADO

MARTÍN MATEO (Ramón): Entes Lo-
cales Complejos, Mancomunidades,
Agrupaciones, Consorcios, Comar-
cas, Áreas Metropolitanas. Madrid,
Editorial Trivium, 1987, 246 págs.

Desaparecidos los maestros clásicos
del municipalismo español —don Luis
Jordana de Pozas recientemente—,
ocupa Ramón Martín Mateo, sin lu-
gar a dudas, uno de los primeros pues-
tos de tal especialidad. Iniciada su
carrera administrativista por el sen-
dero de lo municipal, nunca ha aban-
donado este tema, pese a las fingidas
apariencias de un Guadiana intelec-
tual y su dedicación a otras materias,

la medio ambiental por ejemplo, don-
de destaca con singular relieve no
sólo en España, sino en los foros
internacionales, según nos consta a
los que de una u otra forma seguimos
su andadura o colaboramos modes-
tamente con él en algunas de sus
empresas intelectuales. Pero incluso
en tales temas, siempre vuelve al ori-
gen de su proceso científico, y rara
será la ocasión que no realice un
estudio aplicado o comparado con
especial referencia al Municipio.

Sobre esto, Ramón Martín Mateo
es uno de los autores más prolíferos
de nuestra generación; en un país
de ágrafos, esto es un gran mérito
añadido. Casi veinte libros y 100 ar-
tículos es la aportación del autor a
la comunidad científica, escritos en
un período de veinticinco años, lo
cual es motivo de admiración y es-
tima.

Precisamente uno de los primeros
estudios publicados por Martín Ma-
teo fue la Comarcalización de los pe-
queños Municipios, tempranamente
aparecido en 1964. En 1969 aparecería
el Horizonte de la Descentralización
y un año después Los Consorcios Lo-
cales. Las Áreas Metropolitanas fue-
ron objeto de su atención en 1972:
El Área Metropolitana de Bilbao,, en
1974 Problemática Metropolitana y
en 1986 con J. ALLENDE: El Área Me-

tropolitana de Alicante. Todo lo cual
avala su gran interés por los temas
que nos ocupan y, como decíamos an-
teriormente, siempre han constituido
un lugar primordial en su extensa
dedicación intelectual y profesional.

Los pequeños Municipios, más del
80 por 100 del total de los existen-
tes, no han sido nunca para Martín
Mateo «polvo social» como desafor-
tunadamente los definió hace años
algún autor impregnado de seudotec-
nocraticismo (sic). Todo lo contrario.



782 REVISTA DE ESTUDIOS DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL Y AUTONÓMICA

su conocimiento del Municipio ha si-
do complementado con sus vivencias
personales en los mismos, tanto en
los grandes (Valladolid, Bilbao, Ma-
drid y ahora Alicante) como en los
pequeños. Pero a éstos hay que darles
fórmulas de supervivencia dada la es-
casez de medios en que se desenvuel-
ven, y esas fórmulas han preocupado
de siempre al autor.

Parte importante de su obra, ci-
tada anteriormente, está publicada en
una época presidida por una legisla-
ción obsoleta que excluía los princi-
pios autonomía y democracia de su
contexto; postulados por los que Mar-
tín Mateo lucharía a lo largo de su
actividad intelectual, como cualquier
observador curioso puede comprobar
al revisar su obra, en la que indu-
dablemente todas las fórmulas que
da para la solución de la Adminis-
tración pública española y la orga-
nización territorial pasan por un
comportamiento democrático y por
una concepción autonomista de su
funcionamiento y existencia.

Quien pugnó por ello con la pluma
y la palabra, tenía el compromiso
moral de facilitar a los estudiosos e
interesados por el tema, una visión
de las Entidades locales complejas
(ni Municipios ni Provincias), a la
luz, primero de la Constitución, de
1978, y después de la normativa lo-
cal emanada de la misma, principal-
mente la Ley Reguladora de las Bases
de Régimen Local de 1985.

En consecuencia con ello, en este
libro hace un repaso, tras una intro-
ducción teórica, a las Mancomunida-
des, las Agrupaciones forzosas, los
Consorcios, la Comarca, el impacto
en Cataluña de este problema y, fi-
nalmente, las Áreas Metropolitanas.

El libro se inicia con el estudio de
los aspectos teóricos de esa diversi-
dad de regímenes locales, diversidad

que indudablemente tiene su origen
en el Antiguo Régimen. La unifica-
ción que en el caótico orden antiguo
trató de imponer la Constitución de
Cádiz no pudo en última instancia
hacer frente a la realidad histórica
que con gran vitalidad ha continuado
hasta nuestros días (recordemos a
estos efectos el Concejo Abierto).
Pero además la cotidiana acción de
la Administración y los problemas
sociales de un cambio dinámico han
generado a su vez otras Entidades
locales complejas, las cuales consti-
tuyen asociaciones para la consecu-
ción de fines colectivos, detalle ca-
racterístico de todas las corporacio-
nes. Las clasifica el Profesor Martín
Mateo de acuerdo con el siguiente es-
quema: Por su origen, por su com-
posición y por su respaldo legal, en
el primer caso la subdivisión se dis-
tingue entre voluntario e imperativo,
la segunda entre homogéneos y he-
terogéneos y la tercera explícito e
implícito.

Inicia el detalle con la pormenori-
zación de las Mancomunidades, anali-
zando su papel en el sistema anterior,
las características de la Ley de Bases
de 1985, así como su régimen jurídico
basado en su Ordenamiento general,
la Legislación estatal, la Normativa
autonómica, la excepcional aplicación
del Derecho Consuetudinario y sus
propios estatutos.

Por su ordenamiento sectorial las
distribuye en: Mancomunidades ur-
banísticas de extinción de incendios,
de aguas, de saneamiento y residuos
sólidos, quedando establecidas en el
artículo 44 de la Ley 7/1985 las reglas
básicas para la creación, modificación
y supresión de las Mancomunidades.

Señala Martín Mateo los controles,
la publicidad y la inscripción como
aspectos muy importantes en el pro-
ceso creativo y en cuanto al conté-
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nido estatutario su denominación, el
ámbito, las atribuciones, el objeto,
las competencias propias, las enco-
mendadas, la organización de su go-
bierno, funcionamiento, régimen ad-
ministrativo, medios personales y
recursos económicos.

La segunda entidad que estudia son
las Agrupaciones funcionales, las cua-
les según el autor se caracterizan
frente a las Mancomunidades por el
impulso de su creación, pues no ol-
videmos que todas las agrupaciones
son de fuerza y que surgen en Es-
paña al igual que en otros países
como respuesta a la insuficiencia ais-
lada de los pequeños Municipios para
afrontar sus responsabilidades loca-
les. Tras un repaso a los anteceden-
tes locales analiza la Agrupación de
Municipios en la Constitución, los Es-
tatutos de Autonomía y la Ley de
Bases de 1985 en las que, como es
sabido, no son tenidas en considera-
ción, por lo que piensa el autor que
las Comunidades Autónomas pueden
imponerlas en su territorio y que el
catálogo de Entidades locales que se
contiene en el artículo 3.°-2 de la Ley
no puede considerarse cerrado. Por
tanto, las Agrupaciones tendrán la
misma consideración, al menos, que
otras instituciones análogas que la
Ley contempla. En definitiva, como
sugiere, es de esperar que el autor
aporte, en un futuro trabajo, nuevas
consideraciones al respecto. No obs-
tante hace una clasificación según el
régimen jurídico que las afecta, dis-
tinguiendo: Agrupaciones preexisten-
tes, nuevas agrupaciones y agrupa-
ciones sectoriales.

Los Consorcios son estudiados a
continuación, con un análisis somero
de sus antecedentes legales. Con la
nueva Ley de 2 de abril de 1985, se
va a poner nuevamente en entredicho
el estatus jurídico del Consorcio, al

no ser incluido en el catálogo de En-
tidades locales y remitir su trata-
miento al capítulo correspondiente a
«Actividades y Servicios» (art. 87).
Para el autor el régimen real del
Consorcio no ha sufrido alteraciones
sustanciales, describe su personali-
dad, su sometimiento al Derecho pú-
blico y el interés local. En un último
apartado, que se titula «Los Consor-
cios no son una institución apatrida»,
el autor reitera su convencimiento de
que nos encontramos en presencia de
una Entidad local.

Estudia, seguidamente, la normati-
va general aplicable y las peculiari-
dades del régimen consorcial, así
como la legislación sectorial que sub-
divide entre los Consorcios de aguas
y los Consorcios urbanísticos para
concluir con los aspectos económicos
de la figura estudiada.

Es la Comarca la cuarta Entidad
local compleja estudiada y de la que
señala el autor la voluminosa doctrina
al respecto, incluso antes de que exis-
tiese la menor posibilidad de su crea-
ción. La Comarca, que fue originada
en la Constitución de Cádiz, es sin
lugar a dudas una solución funcio-
nal, y como ente local es el espacio
intermedio más difundido en todo el
mundo, con una importancia superior
a la Provincia o al Departamento
francés. La indudable existencia de
una realidad comarcal en España co-
rre pareja con la realidad regional,
ambas absolutamente arrumbadas e
ignoradas hasta hace unos años. Sin
embargo, en nuestros días nuevas ne-
cesidades en la gestión de los servi-
cios extra locales recomiendan su
comarcalización. Sólo la catalana en
algunos momentos de nuestra historia
(Ley de Comarcas de 1936) y en los
preceptos de la Ley de Bases de 1975,
tuvo la institución comarcal respaldo
legal.
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En la Constitución, como es sabido,
las instituciones intermedias son las
Diputaciones Provinciales, pues la Pro-
vincia fue reconocida como ente local
imprescindible y como división para
la prestación de servicios del Estado,
mientras que la Comarca se entendió
que sólo era imprescindible su cons-
titucionalización, aunque tanto el 141.
3 y 1533 den indudablemente pie para
la institucionalización de la Comarca,
aunque, como ha afirmado el Tribu-
nal Constitucional en su Sentencia
de 19 de julio de 1981, su creación no
puede suponer la desaparición ni de
iure ni de jacto de la Provincia.

La definición que Martín Mateo da
es la siguiente: «Las Comarcas son
Entidades locales que agrupan un
conjunto de Municipios socioeconó-
micamente relacionados.»

Existe polémica sobre la caracterís-
tica de la Comarca como persona jurí-
dica pública, pues tomando como apo-
yo el artículo mencionado de la C. E.
es posible crear Comarcas, pero no
resolver las dudas sobre la naturaleza
territorial o no de los entes resultan-
tes. Sin embargo, si nos apoyamos
en el 141.3 para la creación de la
Comarca, el 152.3 posibilita, según
opinión que mantiene el Profesor En-
terría, compartida con Ramón Mar-
tín Mateo, que los entes en cuestión
tengan carácter territorial, con todas
las consecuencias que de ello se deri-
ven en cuanto a su régimen jurídico.
De cualquier forma revisados los es-
tatutos y la legislación hay que re-
conocer que no existe ninguna base
constitucional para justificar la ex-
tensión a la Comarca de la cobertura
de la cláusula de garantía institucio-
nal; sin embargo, entiende el autor
que las Comarcas son Entidades loca-
les de origen municipal y naturaleza
institucional.

La Agrupación de Municipios es la

fórmula que posibilita la Comarca,
aunque no necesariamente ha de ser
una Agrupación en sentido estricto y
podría suceder que su enraizamiento
social diese lugar a la aparición de
una auténtica comunidad vecinal. No
es así lo previsto en la Ley de Bases,
ya que la Agrupación de Municipios
tiene carácter estricto, funcionando
éstos como miembros de Comarcas
creadas en función de las caracte-
rísticas comunes de aquéllos o para
la prestación de servicios de dicho
ámbito. Al describir su régimen ju-
rídico específico, estudia el procedi-
miento, el ámbito, la organización,
las competencias y los recursos.

Dedica el Capítulo VI a la Comarca
y la reforma territorial de Cataluña,
pues, como hemos indicado anterior-
mente, sólo en tal Comunidad Autó-
noma se ha producido la institucio-
nalización exclusiva del tema comar-
cal (pues si bien en el Principado de
Asturias existe una Ley para el pro-
cedimiento de creación de Comarcas,
en los aspectos funcionales se remiten
a la legislación oficial). Sabido es que
en Cataluña la Provincia, tradicional-
mente, ha tenido muy poco predica-
mento, pero como acertadamente se-
ñala el autor, no más tradición que
en el resto de España. En el si-
glo XVIII Cataluña constituía una
Provincia y la Veguería, base sobre
la que pretenden articular tradicio-
nalmente su división territorial de
segundo nivel, parte de un concepto
erróneo de autogobierno, como opor-
tunamente ha señalado el Profesor
García de Enterría, ya que Veguer
era un funcionario real. En los años
republicanos trató de articularse una
nueva división administrativa en la
que los criterios geográficos del Pro-
fesor Pon Vila sirvieron para realizar
los planteamientos de una nueva or-
ganización administrativa basada en
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nueve Veguerías y 38 Comarcas. En
nuestros años, múltiples han sido las
soluciones que se han barajado: Pro-
vincia, Veguería, Comarca, Municipio,
nada menos que cuatro divisiones te-
rritoriales. Por todo ello, Martín Ma-
teo hace un recuento y piensa que lo
verosímil es que existan en un futuro
próximo cuatro Provincias y Entidades
locales, otras tantas circunscripciones
públicas de la Administración Central,
cinco Regiones como mínimo, 38 Co-
marcas y casi 1.000 Municipios, ade-
más del resto de la Corporación me-
tropolitana. Parece demasiado. La Ley
de Comarcas 6/1987 ha basado su
trazado en la comarcalización reali-
zada en 1931-1937, cuestión que ha
sido ampliamente criticada y en al-
gunos casos tildada de pura arqueo-
logía. Concluye el Capítulo con una
consideración sobre los órganos de
gobierno.

Finaliza el libro con el estudio
dedicado a las Áreas Metropolitanas,
en la que tras una introducción en
la que recoge la conocida teoría de
las aglomeraciones y de la Adminis-
tración de los grandes conjuntos ur-
banísticos, estudia los antecedentes
de la Administración Metropolitana
en España a partir de los plantea-
mientos de Ildefonso Cerda y de Ar-
turo Soria, siguiendo por el Estatuto
de Calvo Sotelo y la legislación fran-
quista que creó las instituciones ad-
ministrativas metropolitanas de Va-
lencia, Madrid, Barcelona y Bilbao.
A partir de 1978 cambia completamen-
te ia especificación, pues aunque el
texto constitucional no menciona ex-
presamente las Áreas Metropolitanas,
su institucionalización es posible al
amparo de lo previsto en los artícu-
los 1413 y 152.3, ya citados. Igual-
mente, los Estatutos de Autonomía en
algunas ocasiones prevén la constitu-
ción de supracomarcas, pensando qui-

zá en las Áreas Metropolitanas. En
los últimos años los reajustes post-
constitucionales han supuesto la anu-
lación de la normativa singular de
Bilbao y la eliminación de las dis-
cordancias más gruesas en los casos
de Madrid y Barcelona.

A partir de la Ley de Bases de 1985
el ordenamiento metropolitano es re-
conocido por primera vez al configu-
rarse una normativa aplicable al área
a las que clasifica como Entidades
locales. Analiza el autor las fuentes
del Derecho, las características, el
procedimiento y el régimen jurídico.
Posteriormente, algunas Comunidades
Autónomas han procedido a regular
las Áreas Metropolitanas, en el caso
de Valencia el Consell Metropolita de
l'Horta y en el caso de Cataluña la
reorganización de la Administración
Municipal comprendida en la Ley 7/
1987, de 4 de abril. Finaliza el capí-
tulo con una valoración de estas re-
formas, así como los propósitos de
las mismas y la eventual presencia
de una desviación de poderes consti-
tucionales.

Con este capítulo se cierra el so-
mero análisis de un libro, el cual,
para nosotros, como hemos venido
diciendo desde los primeros momen-
tos, tiene una gran importancia e
interés, pues cala debidamente en
la esencia de la organización territo-
rial española, añadiéndose en esta
ocasión un rigor y una seriedad cien-
tífica de primer orden.

l i l iTiqüc vsRDUvsRDUKÁ

SOSA WAGNER (Francisco): Manual de
Derecho local. Madrid, Tecnos, 1987,
275 págs.

Nuestros días son testigos de la
impotencia del jurista frente al na-
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tural deseo de retener el intrincado
magma de normas jurídicas que com-
ponen el ordenamiento; dada la com-
plejidad social que demanda un es-
fuerzo imaginativo sin precedentes,
no hay más remedio que responder
con un frondoso bosque de disposi-
ciones de la más variada proceden-
cia, ante el que ni siquiera la poli-
valente cibernética, tan útil en tantos
otros saberes, es capaz de aportar
soluciones que sustituyan al razona-
miento del jurista. En estas circuns-
tancias, más que nunca, es necesario
contar con los instrumentos necesa-
rios que alumbren en el denso pa-
norama normativo nacional, profun-
damente alterado en estos últimos
años con la aprobación de la Cons-
titución española y, consecuentemen-
te, por la nueva distribución territo-
rial del poder, y la más reciente
integración de España en las Comu-
nidades Europeas.

Precisamente, el libro que justifica
estas líneas viene a colmar esta ne-
cesidad en un gran sector del orde-
namiento jurídico; en efecto, con el
Manual de Derecho local, el profesor
Sosa Wagner, con un destacable es-
fuerzo de síntesis, se propone, y a
nuestro entender consigue plenamen-
te, exponer el nuevo ordenamiento
de las Corporaciones locales para, en
sus propias palabras, «hacer llegar
a los más lo que, por su complica-
ción, parece destinado a los menos».
En cualquier caso, el indiscutible
mérito de este libro no nos sorprende
a quienes conocemos la obra del doc-
tor Sosa Wagner, Catedrático de De-
recho Administrativo de la Univer-
sidad de León, que en esta ocasión
escribe desde la atalaya que le pro-
porciona haber desempeñado el cargo
de Secretario General Técnico del
Ministerio de Administración Terri-
torial, después transformado en Ad-

ministraciones Públicas, durante los
cinco años que ha tardado en gestarse
la renovación del ordenamiento local.

El manual que reseñamos, compues-
to por diez lecciones, se inicia con
una síntesis histórica del poder terri-
torial desde los tiempos de la Alta
Edad Media hasta la reciente Ley
Reguladora de las Bases del Régimen
Local, esfuerzo verdaderamente no-
table si se tienen en cuenta factores
nada desdeñables, como la dispersión
de las fuentes, las contradicciones de
los autores, lo fragmentario de su
tratamiento o, en fin, las frecuentes
lagunas que impiden una exposición
continuada; pese a ello, el autor con-
sigue ofrecer una panorámica com-
pleta del devenir de la Administración
Territorial en nuestro país. Con todo,
el grueso de la obra está dedicado,
como es obvio, a la exposición del
dispositivo institucional actualmente
vigente. Seguramente el lector, a par-
tir de la lección segunda y hasta el
final, sienta la sensación de quien
va progresivamente reconociendo la
figura que se oculta tras los cubos
de un rompecabezas.

Bajo el rótulo de Principios del
nuevo Régimen local, expone el autor
las piezas básicas del sistema, im-
prescindibles para una comprensión
integral; algunas de las cuales, pese
al marco en que se desenvuelven estas
líneas, nos tientan a realizar unas
breves reflexiones. La autonomía lo-
cal, eje central del nuevo ordena-
miento, superando sus raíces doctri-
nales conecta con una concepción
moderna de autonomía, definida por
la gestión de los asuntos comunes a
los componentes de la colectividad
bajo su propia responsabilidad, sin
directrices ni instrucciones de las
Administraciones superiores. Esta au-
tonomía, constitucionalmente garanti-
zada, mezcla de naturaleza política y
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administrativa, como sin dogmatis-
mos hay que reconocer pese a los
tempranos pronunciamientos del Tri-
bunal Constitucional en sentido con-
trario, apodera al Municipio para la
gestión de sus intereses; autonomía,
que con la ayuda de la garantía insti-
tucional reconocida por el máximo
intérprete de la Constitución, tiene
asegurado un mínimo o reducto in-
disponible para el legislador que, en
todo caso, tendrá que respetar. Es
precisamente el legislador —y con
ello entramos en otro de los hitos
capitales del nuevo sistema: las com-
petencias locales—, estatal y autonó-
mico, según la distribución constitu-
cional y estatutaria de competencias,
quien al regular los distintos sectores
del actuar administrativo ha de ase-
gurar a las Corporaciones locales, co-
mo mínimo, un haz de competencias
que, parafraseando al Tribunal Cons-
titucional, les hagan recognoscibles
para la imagen que tenga de ellas
la conciencia social en cada tiempo
y lugar.

En el marco de los nuevos princi-
pios incluye Sosa Wagner, con acier-
to, el sistema de fuentes creado por
la Ley básica local. El dato primero
a tener en cuenta para conocer el
complejo pero inevitable proceso de
producción normativa aplicable por y
para las Corporaciones locales, ha de
partir del constitucional artículo 149.
1.18, que habilita al Estado para re-
gular las bases del régimen jurídico
de las Administraciones públicas, tí-
tulo competencial que da soporte a
la Ley 7/1985, de 2 de abril, y a las
Normas del Real Decreto legislativo
781/1986, de 18 de abril, que según
su disposición final séptima gocen
del carácter de básicas; con el res-
peto de estos contenidos normativos,

todo es disponible para el Estado y
las Comunidades Autónomas en fun-
ción de su legitimidad competencial,
según la Constitución y sus corres-
pondientes Estatutos de Autonomía o
Leyes Orgánicas de transferencias,
para regular los distintos órdenes de
la actividad local; sin olvidar tam-
poco el poder normativo —ordenan-
zas propias de cada entidad— de que
disponen las Corporaciones locales
como manifestación de su autonomía.
Este es, en definitiva, el esquema se-
guido por el legislador al redactar
los cinco apartados del artículo 5.°
del texto básico local.

Obviamente, sería muy prolijo para
este lugar continuar un análisis, por
sumario que fuera, a través de las
restantes lecciones que componen el
manual, sólo reseñar que, en términos
generales, se corresponde con la sis-
temática empleada por el legislador
al redactar la Ley Reguladora de las
Bases del Régimen local, incluyendo
la exposición de la tipología de las
Corporaciones locales, su funciona-
miento y relaciones interadministra-
tivas, el personal a su servicio y el
régimen de sus bienes, la contrata-
ción administrativa y el régimen de
prestación de servicios. En suma, se
trata de una obra que si no es la
primera en el tiempo, sí lo es por la
utilidad que proporciona a cuantos
nos interesamos y confiamos en el
papel insustituible que están llama-
das a desempeñar las Corporaciones
iocaies en el nuevü Estado que ins-
taura la Constitución de 1978; por
ello, los integrantes de los colectivos
a que va dirigida, bien podemos dar
la bienvenida a esta obra y la enho-
rabuena a su autor.

Tomás QUINTANA LÓPEZ
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TOLIVAR ALAS (Leopoldo): Las liber-
tades lingüísticas. Madrid, Insti-
tuto Nacional de Administración
Pública, 1987, 251 págs.

El que suscribe estas líneas no
puede por menos que exteriorizar
una enorme satisfacción por la apa-
rición de una monografía sobre un
tema del que estaba ayuna nuestra
literatura jurídica. Su contenido, aun
con distinta incidencia según los te-
rritorios que configuran nuestro país,
sobradamente afecta a más de la mi-
tad de la población española: me re-
fiero a la variedad lingüística exis-
tente en España y al tratamiento
jurídico exigido por la compleja pro-
blemática que plantea.

Ahora bien, si el contenido de la
obra que justifica este comentario,
por sí solo debe suscitar la natural
alegría a quienes nos sentimos in-
quietados por los problemas jurídico-
públicos que está suponiendo la trans-
formación del Estado preconstitucio-
nal, centralizado y autoritario, a tra-
vés de la descentralización político-
administrativa y democratización de
sus estructuras, no es menos cierto
que en este caso, a éste se une otro
motivo personal de satisfacción. En
efecto, la obra que reseñamos per-
tenece al Dr. Tolivar Alas, amigo
ya desde hace muchos años, del que
bien conozco su honesta, intensa y
brillante actividad universitaria, re-
cientemente culminada con la obten-
ción de la cátedra de Derecho Admi-
nistrativo de la Universidad murcia-
na, a la que concurrió, precisamente,
con la investigación que ha dado
origen a la actual monografía publi-
cada por el Instituto Nacional de
Administración Pública bajo el rótulo
de Las libertades lingüísticas.

A nadie mínimamente iniciado en
el tema se le oculta la difícil exégesis

de las pocas referencias constitucio-
nales destinadas a articular el uso
de las distintas lenguas españolas,
dificultades aún sin solventar a casi
diez años de la aprobación de nues-
tro texto fundamental. Partiendo del
pie forzado impuesto por la parque-
dad constitucional, el autor se em-
barca en el laborioso objetivo de
dotar de un marco dogmático de
referencia a la cuestión lingüística en
España, objetivo que a nuestro en-
tender cumple admirablemente en el
denso Capítulo I de la obra. Su
construcción, por desgracia, no cuenta
con muchas aportaciones patrias an-
teriores, lo que no significa negar el
indudable mérito de sus pocos pre-
decesores, cuyos trabajos maneja con
indudable soltura, al igual que los
surgidos allende nuestras fronteras,
en países de amplia tradición polí-
glota, lo que permite, y ello es otro
acierto indudable de esta obra, acer-
car a los juristas españoles las solu-
ciones comparadas a problemas si-
milares. Sin embargo, frente a la
penuria doctrinal, hay ya en la ac-
tualidad una abultada lista de pro-
nunciamientos jurisprudenciales, tan-
to de la justicia ordinaria como de
la constitucional —lo que denota una
vez más la sensibilidad del profesor
Tolívar para seleccionar los temas de
investigación—, de los que se ha ser-
vido el autor para entibar, en estable
equilibrio, la bóveda constituida por
la oficialidad del castellano en todo
el Estado, con lo que ello significa
de derechos y deberes para todos los
españoles, por la cooficialidad de
otras lenguas españolas en las Co-
munidades Autónomas de acuerdo
con sus Estatutos, con los derechos
que de este reconocimiento se deri-
van, y, por último, por las otras mo-
dalidades lingüísticas no cooficiali-
zadas.
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Extraídas unas pautas seguras so-
bre las implicaciones constitucionales
de la reconocida variedad lingüistica
y, en particular, de las consecuencias
que acarrean la oficialidad del cas-
tellano en todo el terirtorio nacional
y la cooficialidad de otras lenguas en
el mundo de los derechos y deberes
de los ciudadanos, la segunda parte
del libro que comentamos discurre a
través de las cuestiones que suscitan
las libertades lingüísticas en relación
con la distribución territorial del po-
der entre los entes político-territoria-
les por antonomasia. La responsabi-
lidad que el ordenamiento impone,
tanto al Estado como a las Comuni-
dades Autónomas, por el hecho lin-
güístico, exige partir del distinto
tratamiento que aquél depara al cas-
tellano, lenguas cooficiales y demás
modalidades lingüísticas. A destacar
el papel irrenunciable del Estado,
como depositario de la más alta fun-
ción protectora de la lengua común
de todos los españoles, mediante téc-
nicas hoy en parte desveladas por el
Tribunal Constitucional, y sistemáti-
camente expuestas en esta obra; junto
a ella y en forma tangencial, la labor
normalizadora de las Comunidades
Autónomas, por lo que a su lengua
propia se refiere, pues, como gráfi-
camente explica Tolívar Alas, «la
concurrencia de atribuciones en ma-
teria lingüística alcanza tal inten-
sidad que, necesariamente, cualquier
movimiento sobre una de las piezas
del ordenamiento idiomático, se trans-
mite inmediatamente a ia que está a
su lado». No faltan, sin duda, difi-
cultades para encontrar soluciones
adecuadas para normalizar el uso de
las lenguas cooficiales, normalización
que, aceptando plenamente la comu-
nicación idiomática, debe suponer, a
la vez, la normalización del uso del
castellano allí donde se halle reco-

nocida la cooficialidad lingüística;
en cualquier caso, el éxito de la ope-
ración va a depender de la conciencia
que las partes tengan sobre la ne-
cesidad de una actuación coordinada,
como si de un proceso simbiótico se
tratara.

Para terminar, como parte especial
de la obra, el autor dedica su aten-
ción a una serie de cuestiones con-
cretas suscitadas por el fenómeno lin-
güístico en nuestro país, cuestiones
todas ellas recorridas por un común
hilo conductor: la situación de suje-
ción especial en que se hallan cier-
tos ciudadanos con respecto a la
Administración y las dificultades para
vehicular a través de ellas el con-
junto de libertades lingüísticas que
reconoce nuestro ordenamiento.

Como es sabido, las situaciones en
que la Administración pública ostenta
una supremacía más intensa sobre
algunos colectivos que la derivada de
las relaciones con el común de los
ciudadanos, son muy diversas; de en-
tre ellas, el Dr. Tolívar ha seleccio-
nado las más representativas: el
servicio militar, el internamiento pe-
nitenciario y el régimen de servicios
públicos, para con su análisis deducir
que las relaciones de supremacía es-
pecial, por lo que a las libertades
lingüísticas se refiere, están impreg-
nadas de los mismos principios que
presiden la sujeción general de los
ciudadanos a la Administración; todo
ello, claro está, sin perjuicio de las
específicas modulaciones impuestas
por las circunstancias, exigencias y
razones presentes en el desenvolvi-
miento del servicio que subyace en
la relación de sujeción especial.

Mención aparte merece, por sus
importantísimas repercusiones en la
colectividad, una variedad, sin duda
la más representativa, de las sujecio-
nes especiales: la que vincula al fun-
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cionario con la Administración. El
libro nos ofrece un exhaustivo estu-
dio del devenir normativo y jurispru-
dencial, tomando partido en favor de
un razonable y valiente proceso de
normalización lingüística en la fun-
ción pública, no siempre certero,
como denuncia el propio autor; en el
que no resulten vulneradas las expec-
tativas de los ciudadanos que esperan
acceder al empleo público sin atrave-
sar otros tamices que los represen-
tados por el mérito y la capacidad;
ni tampoco queden preteridos, en la
eventual carrera administrativa o en
el legítimo ejercicio de sus funcio-

nes, aquellos ciudadanos que con an-
terioridad al moderno fenómeno lin-
güístico hubieran alcanzado la con-
dición funcionarial.

En definitiva, como se intenta mos-
trar en esta recensión, nos encontra-
mos ante una obra que aborda un
tema complejo y novedoso, rigurosa-
mente elaborada, por lo que, en la
consideración del autor de este co-
mentario, supone una vía segura para
quienes pretendemos avanzar en la
solución de los problemas más acu-
ciantes que plantea el actual y reno-
vado Derecho Público español.

Tomás QUINTANA LÓPEZ
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